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Expediente D-9686




Concepto 5611
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2 y 278, numeral 5 de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6º y 242, numeral 1 de la Carta, instauró la  ciudadana FALCONERYS CARO ROSADO contra el artículo 2 del Decreto Ley 2090 de 2003, cuyo texto se transcribe a continuación:

DECRETO 2090 DE2003

(Julio 26)

"Por el cual se definen las actividades de alto riesgo para la salud del trabajador y se modifican y señalan las condiciones, requisitos y beneficios del régimen de pensiones de los trabajadores que laboran en dichas actividades".

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,

en uso de sus facultades extraordinarias conferidas en el numeral 2del artículo 17 de la Ley 797 de 2003, y

CONSIDERANDO:

(…)

DECRETA:

(…)

Artículo 2º.Actividades de alto riesgo para la salud del trabajador. Se consideran actividades de alto riesgo para la salud de los trabajadores las siguientes:

1. Trabajos en minería que impliquen prestar el servicio en socavones o en subterráneos.

2. Trabajos que impliquen la exposición a altas temperaturas, por encima de los valores límites permisibles, determinados por las normas técnicas de salud de salud ocupacional.

3. Trabajos con exposición a radiaciones ionizantes.

4. Trabajos con exposición a sustancias comprobadamente cancerígenas.

5. En la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil o la entidad que haga sus veces, la actividad de los técnicos aeronáuticos con funciones de controladores de tránsito aéreo, con licencia expedida o reconocida por la Oficina de Registro de la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil, de conformidad con las normas vigentes.

6. En los Cuerpos de Bomberos, la actividad relacionada con la función específica de actuar en operaciones de extinción de incendios.

7. En el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, Inpec, la actividad del personal dedicado a la custodia y vigilancia de los internos en los centros de reclusión carcelaria, durante el tiempo en el que ejecuten dicha labor. Así mismo, el personal que labore en las actividades antes señaladas en otros establecimientos carcelarios, con excepción de aquellos administrados por la fuerza pública.

1. Planteamiento de la demanda 

Falconerys Caro Rosado, solicita a la Corte declarar inconstitucional el artículo 2 del Decreto Ley 2090 de 2003, “Por el cual se definen las actividades de alto riesgo para la salud del trabajador y se modifican y señalan las condiciones, requisitos y beneficios del régimen de pensiones de los trabajadores que laboran en dichas actividades”.  Manifiesta la accionante que con la expedición y vigencia de la norma acusada, se desconocieron flagrantemente los principios y valores constitucionales de 
los miembros del Cuerpo Técnico de  Investigación – CTI de la Fiscalía General de la Nación al ser excluidos como trabajadores que realizan actividades de alto riesgo, de igual forma, les suprimió los beneficios mínimos de seguridad social ya reconocidos como es el derecho a adquirir una pensión de alto riesgo, considerando que esa medida se halla fuera del contenido del ius variandi.

En sentir de la impugnante el artículo 2 del Decreto 2090 de 2003 va en contravía del artículo 53 Superior, además de la dignidad humana y de los derechos humanos por cuanto hay un desmejoramiento de las condiciones laborales de los funcionarios del Cuerpo Técnico de Investigación – CTI de la Fiscalía General de la Nación, quienes estaban cobijados por el Decreto 1835 de 1994, derogado por el Decreto 2090 de 2003 y posteriormente reconocidos por la Ley 1223 de 2008.  Al efecto cita el artículo 272 de la Ley 100 de 1993 que hace referencia al sistema integral de seguridad social establecido en la ley, y dispone que en ningún caso se aplicará las disposiciones que menoscaben la libertad, la dignidad humana o los derechos de los trabajadores, conforme a los principios enunciados en el artículo 53 constitucional, y el artículo 215 inciso final de la Carta Política, que prescribe: “El Gobierno no podrá desmejorar los derechos sociales de los trabajadores mediante los decretos contemplados en este artículo”.  Para el efecto cita la sentencia SU-519 de 1997.

Concluye diciendo que ninguna autoridad está legitimada para desconocer los derechos que el Constituyente reconoció, y entonces considera que la Fiscalía General de la Nación como empleador del Cuerpo Técnico de Investigación, “debió, acatando el texto del artículo 2º Superior, oponerse a la omisión que aquí se denuncia y ordenar la inaplicación del Decreto 2090 de 2003 en la parte demandada, por ser inconstitucional”.

2. Problema jurídico

Corresponde determinar si el artículo 2 del Decreto 2090 de 2003, al excluir a los miembros del Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía General de la Nación dentro de las actividades de alto riesgo y por ende de los beneficios del régimen de pensiones de los trabajadores que laboran en dichas actividades, vulnera el artículo 53 de la Carta Política.

3. Análisis jurídico

La demandante considera que la disposición acusada vulnera el artículo 53 de la Carta Política, por constituir un desmejoramiento de las condiciones laborales de los funcionarios del Cuerpo Técnico de Investigación CTI de la Fiscalía General de la Nación, al ser excluidos de forma arbitraria por el Decreto 2090 de 2003, lo que implica en su criterio un desmejoramiento de los beneficios reconocidos en normas laborales anteriores, como la obtención de la pensión especial conforme lo establecía el Decreto 1835 de 1994 hoy derogado.

Según la jurisprudencia constitucional, consagrada entre otras en la sentencia C-30 de 2009, el amplio margen de configuración que tiene el legislador para regular lo concerniente al sistema de seguridad social establece una fórmula abierta para organizar y coordinar la prestación de dicho servicio, sin limitar su desarrollo a una estructura única, siempre que se respeten los principios constitucionales que lo rigen y los derechos constitucionales.

Por su parte, se entiende que en virtud de la cláusula general de competencia corresponde al legislador ordinario regular lo relativo a la clasificación y determinación de las actividades de alto riesgo. No obstante y de manera excepcional, tal como ocurre en este caso, el Congreso puede, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 150 numeral 10 de la Constitución Política, facultar al Presidente de la República para que dentro de un término máximo de seis meses, pueda “expedir normas con fuerza de ley cuando la necesidad lo exija o la conveniencia pública lo aconseje”.

El Sistema General de Pensiones forma parte del Sistema de Seguridad Social Integral y tiene por objeto garantizar a la población el amparo contra las contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte, mediante el reconocimiento de pensiones y prestaciones que se determinan en ella, así como propender por la ampliación progresiva de cobertura a los segmentos de población no cubiertos con un sistema de pensiones (artículo 10 de la Ley 100 de 1993). 
Ahora bien, en cuanto a la evolución normativa en relación con las actividades de alto riesgo para la salud del trabajador del Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía General de la Nación, se tiene que en lo pertinente el Decreto 1835 de 1994, constituyó la norma especial sobre actividades de alto riesgo de los servidores públicos, más específicamente en el artículo 2 determinaba su aplicación a “… los siguientes funcionarios del cuerpo técnico de investigaciones de la Fiscalía: Profesionales judiciales especiales, profesionales universitarios judiciales l y ll, jefes de sección de criminalística, investigadores judiciales l y ll, técnicos judiciales l y ll y escoltas l y ll”.  De igual manera estableció el acceso a la pensión especial de vejez por dicha labor para “[L]os servidores públicos de la Fiscalía General de la Nación... que laboren en los cuerpos de seguridad de estas entidades les será aplicable lo dispuesto en este capítulo”, al momento de cumplir con los requisitos allí señalados.

Esta norma fue modificada por el Decreto 2090 del 26 de julio de 2003, “Por el cual se definen las actividades de alto riesgo para la salud del trabajador y se modifican y señalan las condiciones, requisitos y beneficios del régimen de pensiones de los trabajadores que laboran en dichas actividades”, derogando las normas que le sean contrarias, entre otras el Decreto 1835 de 1994.  
El Decreto 2090 de 2003 se aplica a todos los trabajadores que laboran en actividades de alto riesgo, entendiéndose por dicha actividad aquellas en las cuales la labor desempeñada implique la disminución de la expectativa de vida saludable o la necesidad del retiro de las funciones laborales que se ejecuten con ocasión de su trabajo
. En el artículo 2, hoy acusado, menciona cuales son las actividades que se consideran de alto riesgo para la salud de los trabajadores, omitiendo en este aparte incluir a los funcionarios del Cuerpo Técnico de Investigación -CTI- de la Fiscalía General de la Nación, sin justificación alguna.
La citada disposición también regula lo atinente a las pensiones especiales de vejez para quienes se dediquen al ejercicio de las actividades indicadas, señalando para ello las condiciones y requisitos para acceder a dicho beneficio. 

Posteriormente, el legislador mediante la Ley 860 del 26 de diciembre de 2003, únicamente adicionó una regulación sobre el Régimen de Pensión de Vejez para los servidores públicos dada su actividad por exposición a alto riesgo que hubiesen efectuado las cotizaciones especiales de que trataba el artículo 12 del Decreto 1835 de 1994. 

Por su parte, el Congreso a través de la Ley 1223 del 16 de julio de 2008, de manera especial expidió el Régimen de pensiones para el personal del Cuerpo  Técnico de Investigación -CTI- de la Fiscalía General de la Nación que cumplen funciones permanentes de Policía Judicial, escoltas y conductores del CTI, teniendo estudios y criterios técnicos que desarrollan en las actividades de alto riesgo y que les generan disminución de expectativa de una vida saludable por la labor que realizan
. Este reconocimiento se efectuaría a quienes desempeñaron cargos y efectuaron la cotización especial dispuesta en los artículos 2 y12 del Decreto 1835 de 1994, hoy derogado por el Decreto 2090 de 2003.

En cuanto a los principales argumentos presentes en la ponencia para primer debate de la Cámara de Representantes publicada en la Gaceta 141 de 2008, del proyecto de ese entonces, que hoy se constituye en la ya mencionada Ley 1223 de 2008, se destaca el interés del legislador para garantizar la seguridad social a este grupo de personas que ejercen funciones de policía judicial, de la siguiente manera:
Sus funciones implican además, el acompañamiento a la fuerza pública en hechos que tienen que ver con el conflicto armado colombiano con los distintos grupos irregulares, en donde han sido objeto de emboscadas, secuestros y desapariciones; las funciones abarcan desde el mismo momento de los hechos, en los casos de flagrancia o frente a las denuncias formales realizadas por denuncia formal de un hecho criminal, por medio de inspecciones judiciales, entrevistas, manejo de indicios, imputados, labores a cubierta como seguimientos y vigilancia a personas miembros de organizaciones criminales, capturas y allanamientos, entre otros.

Lo anterior reitera el apoyo que brinda el Cuerpo Técnico de Investigación al Sistema Penal Oral Acusatorio, teniendo hombres y mujeres profesionales en diversas áreas del conocimiento que ayudan al cumplimiento de las funciones en donde a diario exponen sus vidas para el esclarecimiento de los hechos delictuosos. El desarrollo de esta función implica el ejercicio de actividades que disminuyen la expectativa de vida de los funcionarios que las ejercen.

El nivel de riesgo de estas actividades viene en aumento para los servidores del Cuerpo Técnico de Investigación (CTI), en razón al crecimiento desbordado de las actividades propias de investigación en los temas de Justicia y Paz, Derechos Humanos, Extinción de Dominio, Lavado de Activos y Administración Pública.

El Cuerpo Técnico de Investigación (CTI), es la única institución de Policía Judicial que apoya a la justicia penal militar, por convenio suscrito entre la Fiscalía General de la Nación y el Comando General de las Fuerzas Militares para adelantar la investigación criminal y criminalística con ocasión de las operaciones propias de las Fuerzas Militares en los que se presenten situaciones en las que se producen hechos que revisten las características del homicidio al cual se refiere el artículo 103 del Código Penal. Actividad que implica el desplazamiento de los investigadores a las diferentes zonas del país donde se presenten enfrentamientos de la fuerza pública con alzados en armas o personas al margen de la ley para adelantar el apoyo investigativo y criminalístico.

Estas actividades de Policía Judicial implican de por sí una disminución de la expectativa de vida saludable de los servidores del CTI, por lo que se justifica una pensión de alto riesgo, por cuanto se encuentran expuestos con hechos y productos de origen de la delincuencia que implica el manejo cotidiano de agentes químicos, biológicos, cadáveres, entre otros.

Por ser un servicio de primera necesidad que se ofrece 365 días al año, 24 horas al día con el objetivo de contrarrestar la delincuencia y ofrecer mejores servicios de investigación al ciudadano, los funcionarios del CTI se ven sometidos a extensas jornadas laborales, descansos no suficientemente reparadores, el no goce de vacaciones por necesidades del servicio, traslados que disgregan el núcleo familiar, recreación y eventos deportivos y culturales limitados, entre otras, producidos por los continuos requerimientos y necesidades del servicio, situaciones que producen manifestaciones de tipo emocional, cognitivo y comportamental, que disminuyen su expectativa de vida saludable.

La actividad laboral desempeñada por los funcionarios de la entidad y la situación de orden público que atraviesa el país, conlleva a que el trabajo que desarrollan se realice bajo condiciones que se caracterizan por estrés psíquico y físico por cuanto están enfrentados a situaciones diarias de lucha contra la delincuencia donde se ve la barbaridad y atrocidad de sus actuaciones, ocasionando depresión, alteraciones en los hábitos de sueño, paranoias, tensión emocional, etc.

Policía Judicial

Es el conjunto de autoridades que colaboran con los funcionarios judiciales en la investigación de los delitos y en la captura de los delincuentes. Apoya la investigación penal en los campos investigativo, técnico, científico y operativo, por iniciativa propia o por orden impartida por el fiscal de la investigación, para recaudar los elementos materiales de prueba o las evidencias físicas que permitan determinar la ocurrencia de la conducta punible, la responsabilidad de los autores o partícipes.

Órganos que Cumplen funciones de Policía Judicial

Funciones permanentes:

Ejercida por funcionarios investidos de esa función pertenecientes a:

Cuerpo Técnico de Investigación (CTI).

Departamento Administrativo de Seguridad, (DAS).

Policía Nacional Dijín, Sijín.

Actividades que desarrolla la Policía Judicial

 Inspección del lugar de los hechos.

 Inspección de cadáver.

Entrevistas.

Interrogatorios.

 Acompañamiento para el examen médico legal a la víctima.

Aplicación de la cadena de custodia a los elementos materiales probatorios.

Búsqueda selectiva en bases de datos para simple cotejo de informaciones.

Registro o fijación de actuaciones.

Captura en flagrancia, captura por orden judicial.

 Exhumaciones.

 Registros y allanamientos.

Interceptación de víctimas y testigos mientras son acogidos por el Programa de Protección.

Protección de servidores y ex servidores de la Fiscalía General de la Nación por amenazas contra sus vidas.

Vigilancia y seguimiento de personas.

Vigilancia de Cosas.

Infiltración en organizaciones criminales.

Agentes encubiertos, entrega vigilada.

Exámenes de ADN que involucran al imputado o sindicado.

Destrucción de elementos materiales del delito.

(…)

En estudios internacionales se ha señalado que la actividad de investigación criminal a cargo de los funcionarios que deben realizar las funciones policiales es de las más estresantes y que afectan su salud física y mental. Se ha indicado en dicha literatura lo siguiente: Los estresores específicos del trabajo de policía se diferencian en organizacionales e inherentes. Los estresores organizacionales hacen referencia a los producidos por la administración y gestión policial, mientras que los inherentes son los derivados de su actividad habitual que resultan perjudiciales para su salud física y psicológica, como pueden ser la exposición al peligro y la violencia. Por otra parte, autores como Brown y Campbell (1994) clasifican las fuentes de riesgo de estrés en cuatro grupos: organizacionales o de gestión, inherentes al desempeño de tareas, relacionados con la comunidad y los relacionados con el sistema judicial.

El trabajo de policía ha sido citado en la literatura como una ocupación inherentemente estresante (Cooper, Davidson y Robinson, 1982; Kroes, 1985; Reese, 1986) e incluso algunos investigadores (Axelbred y Valle, 1981) sugieren que los niveles de estrés experimentados por los policías son comparativamente superiores a los de la mayoría de las profesiones.  (Subrayado fuera del texto).

Ahora bien, de la lectura del texto de la ponencia queda claro que el proyecto de ley apunta al siguiente aspecto: proteger a los servidores públicos del Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía General de la Nación que desarrollan actividades de alto riesgo por cuanto les generan disminución de expectativa de vida saludable por la labor que realizan por cuanto se encuentran expuestos con hechos y elementos de la delincuencia que implican un manejo cotidiano de agentes químicos y biológicos; de allí justifican el derecho a la  pensión de alto riesgo. 
En el segundo debate de la citada Ley 1223 de 2008, como se evidencia en la publicación que aparece en la Gaceta 291 de 2008, se hace referencia al estudio realizado por la Administración de Riesgos Profesionales de la Fiscalía en el que se resalta que la actividad de la policía judicial afecta la calidad y expectativa de vida de los servidores del CTI, destacándose de manera considerable y alarmante el trabajo que realizan para cumplir sus funciones, lo que genera consecuencias en su salud física y mental.  Así lo señalan:

“Los servidores del Cuerpo Técnico de Investigación se encuentran en permanente exposición a riesgos y peligros al tener que convivir con el delito como quiera que su deber es ejercer las funciones de policía judicial que lo llevan a tener que trabajar obligatoriamente dentro de un ambiente de investigación criminal y sus factores asociados.

Deben enfrentar la investigación directa de conductas atroces, manejo del lugar de los hechos tanto en áreas urbanas como rurales, de difícil acceso y condiciones climáticas extremas, con presencia de grupos armados al margen de la ley, transitar por campos minados, manipulación de fluidos biológicos, sustancias químicas, radioactivas, manejo de armas y explosivos, manejo de incautaciones masivas de drogas y sustancias estupefacientes, operativos de decomiso de bienes ilícitos, manejo de fosas con exhumación masiva e inspección a cadáveres; sumado a la atención de víctimas incluyendo niños, adolescentes, ancianos, desplazados, desmovilizados.

Debido a las condiciones de la criminalidad, lo que exige jornadas de trabajo extensas y desgastantes que a pesar de contar con un sistema de turnos, las necesidades inherentes a la investigación implican que estos periodos laborales se extiendan más allá de lo previsto por la Institución, adicionalmente la característica del trabajo requiere una disponibilidad permanente del servicio..

El contenido de la tarea conlleva a un incremento en los niveles de tensión laboral para el servidor al estar en contacto de manera permanente con la violencia, la muerte, el dolor humano, la atención a víctimas, sus emociones y sentimientos, además de la carga emocional que genera adelantar investigaciones de gran responsabilidad social y económica para el país (narcotráfico, paramilitarismo, corrupción administrativa, subversión) debiendo soportar factores externos como amenazas que no solamente lo afectan directamente a él como persona sino que se hace extensivo a su familia..

El impacto que estas actividades tienen en el servidor se evidencian dentro del Programa de Salud Ocupacional de la Fiscalía General de la Nación; en el Programa de Vigilancia Epidemiológica de Factores de Riesgos Psicosociales PVEFRP, los motivos de consulta psicológica individual más relevantes en los servidores del CTI se enmarcan en los signos de estrés y otras manifestaciones de tensión con el 17%, seguido por funcionarios que presentan síntomas depresivos y ansiosos en un 12% y las consultas relacionadas con calamidades domésticas y otros focos sociales que producen tensión en 11%. Todos estos casos se encuentran asociados con el contenido de la tarea tanto cuantitativa como cualitativa mostrando el efecto que tiene en su calidad de vida personal, familiar y social.

En el Programa de Intervención en Crisis se observa el impacto psicológico que el contenido de la tarea produce en los servidores del CTI, esto teniendo en cuenta los motivos de consulta más relevantes: muerte de un servidor con ocasión o no del servicio en el 23.1%, seguido por la atención a compañeros de servidores muertos por suicidio con el 16.3%, adicionalmente el 18.6% de las atenciones corresponden a servidores víctimas de amenazas, extorsión, atentado, toma o emboscadas.
La Fiscalía presenta un índice de riesgo de suicidio mayor a las estadísticas de la población colombiana, donde se resalta que la mayoría de casos se presentan en el CTI con el 68%, la misma investigación demostró que estos servidores se ven expuestos a situaciones que los hacen mas vulnerables a presentar ideaciones suicidas debido a las particulares condiciones de trabajo en el cumplimiento de funciones de policía judicial.

Las evaluaciones de riesgos psicosociales realizadas en el 2000 y 2003, muestran que el 43% de los servidores evaluados manifiesta sensación de tensión nerviosa en su trabajo, generada por elementos como la incertidumbre ante los procesos de investigación y ante el incremento en las demandas laborales debido al aumento en la cantidad y complejidad de sus actividades.

El estudio sobre secuestro realizado en la institución muestra cómo la amenaza de ser secuestrado es percibida por los servidores como una sensación cotidiana de alta probabilidad de ocurrencia, hecho manifestado en el 74% de la población evaluada. Entre las situaciones que generan un mayor grado de amenaza de secuestro se encuentran los desplazamientos con un 50% seguido por el cargo o la función que ejercen en el 25% y los operativos con el 20%.

En el diagnóstico de riesgos psicosociales realizado en el 2003, se evidenció que predomina el tipo de trabajo de alta tensión el cual se caracteriza por altas demandas laborales y bajo nivel de control personal, el cual es considerado como el más crítico, que genera una mayor posibilidad de enfermar, lo que genera como efecto directo disfunciones agudas en la salud física y mental de los servidores.

El 58% de los accidentes de trabajo de la FGN ocurrieron a servidores del CTI, indicador que se constituye en una muestra representativa teniendo en cuenta que la planta del CTI representa solamente una tercera parte de la población total de la Institución.

Esta relación con alteraciones físicas se hace evidente en los resultados del Perfil Epidemiológico donde se encuentran presentes patologías que pueden ser causadas por estrés en el trabajo, como lo reconoce el Decreto 1832 de 1994 donde menciona enfermedades como los estados de ansiedad y depresión, el infarto del miocardio y otras urgencias cardiovasculares, la hipertensión arterial, la enfermedad acidopéptica y el colon irritable, encontrando en la población de la Fiscalía General de la Nación prevalencia de alteraciones digestivas incluyendo gastritis, trastornos de colon en el 7.5% de los evaluados, así como trastornos cardiovasculares con presencia de dislipidemias, hipertensión arterial y otras alteraciones cardiovasculares en el 12.5% de los evaluados, siendo un porcentaje significativo en una población expuesta a altos niveles de tensión laboral y agotamiento emocional”.

Por lo tanto, y en aplicación del artículo 53 de la Carta Política
, la Corte Constitucional ha reconocido que las nuevas normas de carácter laboral o pensional no pueden menoscabar los derechos ni disminuir las condiciones favorables consolidadas previamente para los trabajadores, de modo que las más beneficiosas para el trabajador deben ser reconocidas y respetadas por las leyes posteriores. A su vez, debe tenerse en cuenta el principio de favorabilidad en materia laboral, en el que la Corte ha precisado que “El trabajador no puede ser sometido a principios de desfavorabilidad, porque ello supondría una acción en desmejora de beneficios adquiridos, y tenidos como fines del Estado Social de Derecho (Cfr. Preámbulo), en aras de fortalecer cuestiones subordinadas al artífice del trabajo”
. 

De acuerdo con lo anterior, se concluye que los servidores públicos del Cuerpo Técnico de Investigaciones -CTI- de la Fiscalía que cumplen funciones permanentes de policía judicial, escoltas y conductores del CTI realizan actividades de alto riesgo por cuanto les genera disminución de expectativa de vida saludable por el trabajo que realizan, y por lo tanto, debieron ser tenidos en cuenta para darles el tratamiento de que trata el artículo 2 del Decreto 2090 de 2003, hoy acusado, y es por ello que esta Vista Fiscal considera que dicha actividad desarrollada por la Fiscalía General de la Nación debe ser incluida como una actividad de alto riesgo para la salud del trabajador por virtud del artículo 53 de la Carta Política, y en ese entendido así lo solicitará a la Corte Constitucional para que sea determinada.

4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional declarar EXEQUIBLE el artículo 2 del Decreto 2090 de 2003, bajo el entendido que sea incluida como actividad de alto riesgo para la salud del trabajador la actividad desarrollada por los servidores públicos del Cuerpo Técnico de Investigaciones -CTI- de la Fiscalía General de la Nación que cumplen funciones permanentes de policía judicial, escoltas y conductores del CTI, de conformidad con lo acusado.
Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

GMR/NROA
� Artículo 1. Definición y campo de aplicación del Decreto 2090 de 2003.


� Artículo Nuevo, que adiciona la Ley 860 de 2003.


� ARTICULO 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: 


Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario; protección especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad.


El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales.


Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la legislación interna.


La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores.





� Corte Constitucional. Sentencia C-023 de 1994.
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